El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
DERECHO DE PETICIÓN / DEFINICIÓN Y REQUISITOS / SOLICITUD SANCIÓN POR NO PAGO DE CESANTÍAS A DOCENTES / FUNCIÓN DE CADA UNA DE LAS ENTIDADES INVOLUCRADAS: FIDUCIARIA LA PREVISORA, FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO –FOMAG– Y SECRETARÍA DE EDUCACIÓN MUNICIPAL.
Corresponde a esta Sala establecer si las demandadas incurrieron en vulneración del derecho de petición de que es titular el accionante. En caso positivo se determinará a cuál de ellas corresponde remediarla.

El mencionado derecho, consagrado en el artículo 23 de la Constitución Política, es considerado como uno subjetivo de las personas para acudir ante las autoridades o las organizaciones privadas con el fin de obtener se resuelvan las peticiones que ante ellas eleven, que no incluye el derecho a que el pronunciamiento sea en determinado sentido. El ejercicio efectivo de tal derecho implica además el de obtener una pronta resolución.

La demora en responder o incluso las respuestas evasivas, vagas, contradictorias y en general las que no resulten concretas y por ende, impidan al interesado acceder a la información que solicita o cuando la respuesta lo desoriente o cause incertidumbre respecto a las inquietudes que procura aclarar, violan tal derecho. (…)
De lo anterior se puede deducir que el trámite administrativo iniciado en virtud de la petición elevada por la accionante, aún no ha sido resuelto de fondo, pues de las dos etapas que componen ese procedimiento, regulado por el citado Decreto 2831 de 2005, solo se ha surtido la primera toda vez que está acreditado que la Secretaría de Educación Municipal procedió a radicar la petición y a enviar el expediente a la Fiduprevisora; sin embargo, no se tiene noticia de que esta última, por intermedio del Fomag, haya adelantado la actuación que le corresponde, esto es resolver sobre la procedencia del pago de la prestación reconocida por sentencia judicial. 

En estas condiciones, como se encuentra vencido el término legal para dar respuesta, contado desde cuando la Secretaría de Educación Municipal de Pereira envió a esa entidad fiduciaria el proyecto de acto administrativo que resuelve la citada solicitud, se considera lesionado el derecho de petición y por tanto la determinación adoptada frente a esa última autoridad y el Fomag, será confirmada.
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA DE DECISIÓN CIVIL FAMILIA


Magistrada Ponente: Claudia María Arcila Ríos


Pereira, septiembre treinta (30) dos mil diecinueve (2019) 


Acta No. 469 del 30 de septiembre de 2019

Expediente No. 66001-31-10-004-2019-00395-01
Procede la Sala a resolver sobre la impugnación que formuló la accionante, frente a la sentencia proferida por el Juzgado Cuarto de Familia local, el pasado 21 de agosto, en la acción de tutela que instauró la señora Myriam Sanmiguel de Rodríguez contra la Secretaría de Educación Municipal de Pereira, el Ministerio de Educación Nacional, el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio -Fomag- y la Fiduciaria La Previsora S.A. -Fiduprevisora-.
A N T E C E D E N T E S

1. Relató el apoderado de la demandante los hechos que admiten el siguiente resumen: 

1.1 La Ley 91 de 1989 le asignó al Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, cuenta especial de la Nación, la función de reconocimiento de las sanciones por mora en el pago de cesantías de los docentes de establecimientos educativos del sector oficial, “teniendo de presente que es una situación accesoria que se deriva de la petición previa de haber solicitado cesantías, por medio de sentencias condenatorias”; para ese efecto, las Secretarías de Educación se encargan de conceder la prestación, mientras que la Fiduprevisora es la responsable de su pago.
1.2 En cumplimiento de sentencia de unificación proferida por el Consejo de Estado, se expidió el Decreto 1272 de 2018 por medio del cual se ordenó el reconocimiento inmediato de la sanción por mora “a mis representados, pero extrañamente al haber solicitado el pago de esta prestación, no solo no le han dado respuesta de fondo para efectos de señalar si procede su reconocimiento o no” sino que además se ha procedido al pago de esas prestaciones a docentes que lo han solicitado con posterioridad a su poderdante.

1.3 De conformidad con la Ley 962 de 2005, el 29 de abril de 2019 se elevó ante la Secretaría de Educación de Pereira solicitud de reconocimiento y pago de la citada sanción moratoria, otorgada “por medio de sentencia condenatoria con fuerza de ejecutoria”; sin embargo, a la fecha y luego de más de veinte días, no se ha emitido respuesta de fondo.
2. Considera lesionados los derechos de petición e igualdad, y para protegerlos solicita se ordene a las entidades accionadas contestar la mencionada petición.  
A C T U A C I Ó N   P R O C E S A L

1. Por auto del pasado 6 de agosto se admitió la acción y se ordenaron las notificaciones de rigor.

2. En el curso de la primera instancia se produjeron los siguientes pronunciamientos:

2.1 El Secretario de Educación Municipal de Pereira señaló que: a) la solicitud de reconocimiento y pago de la sanción por mora en la cancelación de cesantías, formulada por la actora, fue enviada a la Fiduprevisora el 3 de mayo pasado y recibida el 9 siguiente. Para ese efecto, se procedió de conformidad con los Comunicados No. 010 de 2017, 011 de 2018 y 002 de 2019, expedidos por esa fiduciaria, el segundo de los cuales establece que las Secretarías de Educación certificadas no deberán elaborar proyecto de acto administrativo “ni acto administrativo final”; b) no es cierto que esa entidad haya omitido resolver la petición, pues de conformidad con los citados comunicados la competencia de los entes territoriales en estos casos se limita a recibir, revisar y radicar la documentación en la plataforma NURF a lo cual ya se procedió, razón por la cual la respuesta de fondo depende de la Fiduprevisora y c) el hecho relativo a la cancelación de prestaciones de docentes que las solicitaron con posterioridad a la actora, dejó de ser acreditado, aun así, reitera, es la mencionada fiduciaria la competente de realizar el pago requerido. En consecuencia, ese ente territorial no ha vulnerado derecho alguno.
2.2 La Jefe de la Oficina Asesora Jurídica del Ministerio de Educación Nacional dijo que los hechos de la demanda no involucran a la entidad que representa, máxime cuando lo relativo al pago de prestaciones sociales del magisterio es de competencia exclusiva de las Secretarías de Educación y del Fomag – Fiduprevisora. De otro lado, el amparo resulta improcedente ya que la falta de respuesta al derecho de petición no genera automáticamente un perjuicio irremediable; la consecuencia de esa omisión es el silencio administrativo negativo, lo que configura un acto ficto que es demandable ante la jurisdicción contenciosa administrativo   
2.3 Las demás entidades vinculadas guardaron silencio.

3. Mediante sentencia del 21 de agosto último, el Juez Cuarto de Familia concedió el amparo y ordenó a la Fiduprevisora y al Fondo de Prestaciones Sociales del Magisterio, suministrar respuesta al derecho de petición formulado por la actora el 29 de abril de 2019.
Para decidir así, consideró ese funcionario que en este caso se encuentra probado que la demandante elevó petición para obtener el reconocimiento y pago de la sanción moratoria concedida mediante sentencia judicial y que la Secretaría de Educación de Pereira envió a la Fiduprevisora los soportes necesarios a fin de que esta estudie y apruebe el reconocimiento y pago de esa prestación; sin embargo, esa última entidad no ha emitido pronunciamiento alguno, a pesar de encontrarse vencidos los términos para hacerlo.
4. Inconforme con el fallo, el apoderado de la demandante lo impugnó. Alegó que si bien en esa sentencia se accedió a la protección invocada, la orden solamente se dirigió a la Fiduprevisora y al Fomag, es decir que se desvinculó de toda responsabilidad a la Secretaría de Educación de Pereira, a pesar de que esta tampoco resolvió la petición de fondo “puesto que independientemente de las competencias que posea cada una de las entidades, es su deber darle respuesta al derecho de petición interpuesto” y no por el mero hecho de haber informado sobre el cumplimiento del trámite inicial, la libera de sus responsabilidades pues aquel solo es un trámite interno administrativo, “por lo que es su deber seguir insistiendo a la Fiduprevisora de que estudie y apruebe dentro de los términos el proyecto o la hoja de revisión” y luego de lo cual proceder a elaborar el acto administrativo en el que suministrará la respuesta requerida. 
Solicita se modifique la decisión impugnada, para ordenar, también, a la Secretaría de Educación Municipal de Pereira pronunciarse sobre la citada petición.
5. En esta sede, mediante auto del 16 de septiembre último, se puso en conocimiento de la Fiduprevisora S.A. y del Fomag, la nulidad configurada por su indebida notificación, con la advertencia de que si no la alegaban dentro del término de los tres días, quedaría saneada de conformidad con los artículos 136 y 137 del Código General del Proceso. Ante su silencio, se produjo la consecuencia señalada.

C O N S I D E R A C I O N E S 
1. El objeto de la acción de tutela es la protección inmediata de los derechos constitucionales fundamentales, concedida a todos los ciudadanos por el artículo 86 de la Constitución Nacional, cuando quiera que tales derechos sean amenazados o vulnerados por cualquier autoridad pública y aún por los particulares en los casos que reglamenta el artículo 42 del decreto 2591 de 1991.

2. Corresponde a esta Sala establecer si las demandadas incurrieron en vulneración del derecho de petición de que es titular el accionante. En caso positivo se determinará a cuál de ellas corresponde remediarla.
3. El mencionado derecho, consagrado en el artículo 23 de la Constitución Política, es considerado como uno subjetivo de las personas para acudir ante las autoridades o las organizaciones privadas con el fin de obtener se resuelvan las peticiones que ante ellas eleven, que no incluye el derecho a que el pronunciamiento sea en determinado sentido. El ejercicio efectivo de tal derecho implica además el de obtener una pronta resolución.
La demora en responder o incluso las respuestas evasivas, vagas, contradictorias y en general las que no resulten concretas y por ende, impidan al interesado acceder a la información que solicita o cuando la respuesta lo desoriente o cause incertidumbre respecto a las inquietudes que procura aclarar, violan tal derecho.
Al respecto, la Corte Constitucional ha dicho
:

“El artículo 23 de la Constitución Política consagra el derecho que tienen todas las personas a “presentar peticiones respetuosas a las autoridades por motivos de interés general o particular y a obtener pronta resolución”. Además, le otorga al legislador la facultad de reglamentar su ejercicio ante organizaciones privadas para garantizar los derechos fundamentales…

Del mismo modo, la jurisprudencia
 constitucional ha reiterado que el núcleo esencial del derecho de petición comporta los siguientes elementos
:

(i) Formulación de la Petición, esto es, la posibilidad cierta y efectiva de dirigir solicitudes respetuosas a las autoridades y a los particulares, sin que les sea dado negarse a recibirlas o a tramitarlas
; (ii) Pronta Resolución, es decir, la definición de fondo del asunto planteado dentro de un término razonable
, que por regla general ha sido definido por el Código Contencioso Administrativo en 15 días, lapso en el que, si no es posible resolver definitivamente la petición, deberá informarse el momento en que tendrá lugar la resolución de fondo de lo pedido, señalando las razones que motivan la dilación
; (iii) Respuesta de Fondo, o sea, la resolución definitiva de lo pedido, en sentido positivo o negativo, de forma clara -esto es, inteligible y contentiva de argumentos de fácil comprensión-, precisa -de manera que atienda directamente lo pedido sin reparar en información impertinente y sin incurrir en fórmulas evasivas o elusivas
, congruente -de suerte que abarque la materia objeto de la petición y sea conforme con lo solicitado- y  consecuente con el tramite surtido -de manera que, si la respuesta se produce con motivo de un derecho de petición elevado dentro de un procedimiento del que conoce la autoridad de la cual el interesado requiere la información, no basta con ofrecer una respuesta como si se tratara de una petición aislada o ex novo, sino que, si resulta relevante, debe darse cuenta del trámite que se ha surtido y de las razones por las cuales la petición resulta o no procedente
; y (iv) Notificación al Peticionario, es decir, la información efectiva del solicitante respecto de la decisión que, con motivo de su petición, se ha producido
.” 
El Decreto 2831 de 2005 que regula el trámite para el reconocimiento de las prestaciones económicas a cargo del Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, dice en el artículo 3º que la atención de las solicitudes relacionadas con las prestaciones sociales que pagará ese Fondo se hará por medio de las secretarías de educación de las entidades territoriales y para tal efecto le impone como deberes, recibir y radicar las respectivas solicitudes; expedir, con destino a la sociedad fiduciaria encargada del manejo de los recursos del Fondo y conforme a los formatos únicos por esta adoptados, certificación de tiempo de servicio y régimen salarial y prestacional del docente peticionario o causahabiente; remitir el proyecto de acto administrativo de reconocimiento, a la sociedad fiduciaria encargada del manejo y administración de los recursos del fondo para su aprobación; producida esta, suscribir el acto administrativo de reconocimiento de prestaciones económicas y surtir los trámites administrativos a que haya lugar, en los términos y con las formalidades y efectos previstos en la ley y remitir a la sociedad fiduciaria, copia de los actos administrativos de reconocimiento de prestaciones sociales junto con la respectiva constancia de ejecutoria para efectos de pago.
El Comunicado No. 011 del 2 de abril de 2018, expedido por la Fiduprevisora, introdujo una variante a ese trámite, para eventos en los cuales se solicite el cumplimiento de fallos judiciales relacionados con cesantías, consistente en que las Secretarías de Educación solo deben radicar la petición y remitir el expediente al Fomag, es decir que “no deberán elaborar proyecto de acto administrativo… ni expedirá administrativo (sic) definitivo”
.
4. Las pruebas incorporadas al proceso, que obran en el cuaderno No. 1, acreditan los siguientes hechos:

4.1 El 29 de abril pasado, la accionante, por medio de apoderado, solicitó a la Secretaría de Educación Municipal de Pereira, al Ministerio de Educacional Nacional y al Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, pagar la condena impuesta por concepto de cesantías, en la sentencia proferida por el Juzgado Sexto Administrativo del Circuito de Pereira, el 19 de enero de 2018, confirmada por el Tribunal Administrativo de Risaralda el 16 de noviembre siguiente
. 

4.2 Por oficio del 2 de mayo siguiente, la Secretaría de Educación Municipal de Pereira remitió a la Fiduprevisora diez proyectos de actos administrativos de reconocimiento de prestaciones económicas, entre los cuales se encuentra el de la peticionaria
. 

5. De lo anterior se puede deducir que el trámite administrativo iniciado en virtud de la petición elevada por la accionante, aún no ha sido resuelto de fondo, pues de las dos etapas que componen ese procedimiento, regulado por el citado Decreto 2831 de 2005, solo se ha surtido la primera toda vez que está acreditado que la Secretaría de Educación Municipal procedió a radicar la petición y a enviar el expediente a la Fiduprevisora; sin embargo, no se tiene noticia de que esta última, por intermedio del Fomag, haya adelantado la actuación que le corresponde, esto es resolver sobre la procedencia del pago de la prestación reconocida por sentencia judicial. 

En estas condiciones, como se encuentra vencido el término legal para dar respuesta, contado desde cuando la Secretaría de Educación Municipal de Pereira envió a esa entidad fiduciaria el proyecto de acto administrativo que resuelve la citada solicitud, se considera lesionado el derecho de petición y por tanto la determinación adoptada frente a esa última autoridad y el Fomag, será confirmada.

6. La accionante, como ya se indicara, fundamenta su recurso en el hecho de que la orden contenida en el fallo de primera instancia debe ser extensiva a la Secretaría de Educación Municipal de Pereira ya que esta, a pesar de que cumplió con el trámite inicial que le compete, debe insistir a la Fiduprevisora para que resuelva oportunamente la petición. Aduce también que ese ente territorial tiene como función adicional la de elaborar el acto administrativo en el que se otorga respuesta de fondo.

La Sala no comparte esos argumentos pues ha quedado demostrado que en la actualidad la competencia para resolver el asunto radica únicamente en la mencionada entidad fiduciaria, por medio del Fomag. A ello cabe agregar que a partir de las directrices señaladas en el Comunicado No. 011 del 2 de abril de 2018 ya citado, aquel ente territorial ni siquiera debe elaborar el acto administrativo que defina de fondo el caso.
7. Por todo, la sentencia impugnada será confirmada, mas será adicionada para negar el amparo frente a la Secretaría de Educación Municipal de Pereira y el Ministerio de Educación Nacional entidades que en este momento carecen de competencia para resolver la cuestión.

Por lo expuesto, la Sala Civil Familia del Tribunal Superior de Pereira, Risaralda, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,
R E S U E L V E

PRIMERO: CONFIRMAR la sentencia proferida por el Juzgado Cuarto de Familia local, el 21 de agosto pasado, dentro de la acción de tutela promovida por la señora Myriam Sanmiguel de Rodríguez contra el Ministerio de Educación Nacional, la Secretaría de Educación Municipal de Pereira, el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio -Fomag- y la Fiduciaria La Previsora S.A. -Fiduprevisora-, que se SE ADICIONA para negar el amparo frente a la Secretaría de Educación Municipal de Pereira y el Ministerio de Educación Nacional.

SEGUNDO: Notifíquese esta decisión a las partes conforme lo previene el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991.
TERCERO: Como lo dispone el artículo 32 del Decreto 2591 de 1991, envíese el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión.
Notifíquese y cúmplase,

Los Magistrados,




CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS




DUBERNEY GRISALES HERRERA




EDDER JIMMY SÁNCHEZ CALAMBÁS
� Sentencia T-155 de 2017 M.P. Alberto Rojas Ríos


� Sentencia T- 048 de 2016


� M.P, SU-166 de 1999, T-481 de 2002, T-491 de 2001, T-566 de 2002, T-814 de 2005, T-867 de 2013, T-048 de 2016.


� Sentencia T-124 de 2007


� Sentencia T-814 de 2005


� Sentencia T-294 de 1997


� Sentencia C -510 de 2004


� Sentencia T-709 de 2006


� Sentencia T-249 de 2001


� Sentencia T-249 de 2001


� Folios 3 a 5


� Folios 26 y 27





7

